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A continuación y como podría ser natural dado el muy amplio campo de Derecho Comparado desde el que podría analizarse la prisión preventiva, dado el escaso tiempo del que dispongo y teniendo presente que la normativa a la que me referiré es nueva y se enmarca en un proceso genéricamente acusatorio, voy a exponer la situación respecto a la misma tomando como referencia el Nuevo Código del Proceso Penal de nuestro país, es decir de Uruguay.

1. Concepto y naturaleza de la prisión preventiva

En todo marco normativo la prisión preventiva es el objeto de una resolución judicial dictada durante el curso de un proceso penal y que tiene: 
a) o bien naturaleza cautelar, es decir que tiene por finalidad garantizar que podrá cumplirse la eventual pena en caso de condena, 
b) o bien naturaleza de pena provisional, es decir que tiene por finalidad evitar que el imputado pudiera continuar delinquiendo durante el trámite del proceso.

2. Naturaleza de la prisión preventiva en el sistema Procesal Penal actualmente vigente en Uruguay

En el actual Derecho Procesal Penal de Uruguay, regulador de un proceso que puede calificarse con toda propiedad de verdaderamente acusatorio, la normativa otorgaría a la prisión preventiva el carácter propio de una medida cautelar. 
Así, conforme al art. 224 del Nuevo Código vigente desde 2017, se prevé que la misma se puede disponer para evitar la fuga u ocultación del imputado, o que dicho imputado pueda de cualquier manera entorpecer la investigación. 
E inclusive luego, en los arts. 225 y 226 se indican circunstancias que deberán tenerse en cuenta por el juez para determinar si existen dichos peligros de fuga, ocultación o entorpecimiento de la investigación. 
Así y solo como por ejemplo se señalan en dichos artículos como índices de tales peligros: la “disposición de facilidades extraordinarias para abandonar el país” o la sospecha grave y fundada de que el imputado “pueda obstaculizar la investigación mediante destrucción de elementos probatorios”, etc. 
Es decir que en estos dos supuestos -peligro de fuga u ocultación y peligro de obstrucción de la investigación- se regula la prisión preventiva como una verdadera medida cautelar.
Empero y cediendo a la presión de la opinión pública y ateniendo a una tradición que viene al menos de un siglo y medio antes, en el mismo artículo 224 se establece que también puede disponerse la prisión preventiva “cuando es necesaria para la seguridad de la víctima o de la sociedad”. 
Y luego se establecen, en el art. 227, circunstancias que deben tenerse en cuenta por el juez para disponer la prisión preventiva por esas últimas razones, como cuando “existan motivos fundados que permitan inferir que el imputado puede atentar contra la víctima” (no se dice como debería decirse la “posible víctima”), o cuando, ahora en relación al peligro para la sociedad, “el imputado posea la calidad de reiterante o de reincidente”.
O sea que en el Código de Uruguay se prevé la prisión preventiva para estos últimos casos, no ya como una medida cautelar sino como “pena provisional”; es decir, una prisión que se puede disponer con independencia de que la libertad del imputado durante el proceso pueda acarrar un peligro de aquella fuga, ocultación u obstrucción de la investigación, que son los presupuestos que permitirían disponerla como medida cautelar.
Y para colmo de disparates, el art. 221.1 incluso admite la prisión preventiva nada menos que “para asegurar la integridad del imputado”, lo cual ni siquiera es una ilegítima pena provisional, sino directamente una medida administrativa de protección al imputado, el que se sometería a prisión contra su voluntad nada más que para supuestamente “protegerlo”.
A todo esto debemos advertir que la Constitución de Uruguay admite en su art. 15 que se ordene la prisión preventiva del imputado durante el proceso penal, pero solamente como medida cautelar y nunca como medida provisional, es decir nunca como pena provisional; disponiéndose además claramente en su art. 12, justamente para excluir cualquier pena provisoria, que “Nadie puede ser penado ni confinado sin firma de proceso y sentencia legal”.
De manera que en los supuestos normativos de autorización de la prisión preventiva para seguridad de la víctima, para seguridad de la sociedad y para seguridad del propio imputado, estamos claramente ante supuestos que no son los propios de una medida cautelar sino los propios de una pena provisional o de una medida administrativa.
Supuestos que en los que en todo caso correspondería intervenir no a un juez sino a la Autoridad Administrativa, a través de medidas que eviten la comisión de delitos contra la supuesta víctima o delitos contra el propio imputado, o que durante el curso del proceso penal el supuesto delincuente incurra en nuevos delitos. 
Añado a lo anterior que en el art. 221 del Código se establecen otras muchas posibles medidas que, en ciertos casos que allí se determinan, el juez puede disponer en sustitución de la prisión preventiva como el arresto domiciliario o la prohibición de ausentarse del país, etc., medidas que debe tomarse nota de que muchas de ellas no son sino también penas provisionales y no medidas cautelares (y por lo tanto inconstitucionales), como por ejemplo la de prestar servicios comunitarios durante el trámite del correspondiente proceso penal.  

3. Cuándo se puede disponer

La prisión preventiva, sea como verdadera medida cautelar o aún como la inconstitucional pena provisional a la que me he referido, nunca puede disponerse durante la investigación preliminar a cargo del Fiscal. 
Recién puede disponerse cuando luego de esa investigación preliminar y ante necesaria solicitud del Fiscal, se resuelve la “formalización de la investigación” por parte del Juez que cumple el cometido de lo que se suele denominar un “Juez de Garantías”.
Y es importante destacar lo anterior dado que la regulación ahora vigente modifica una legislación y una práctica más que centenarias; en otras palabra como corresponde a un proceso acusatorio y garantista ahora la prisión preventiva nunca puede disponerse en Uruguay de oficio. Requiere siempre la solicitud de la parte actora, que en Uruguay siempre es el Fiscal (salvo la remora de un extraño y solitario supuesto de imputación de un “delito de prensa”).

4. Los presupuestos previstos en la ley

¿Qué presupuestos se requieren en el actual Código de Procesal Penal Uruguay para que sea admisible disponer la prisión preventiva?
En primer lugar, es necesario que ante el pedido del fiscal el juez se convenza de que existe “semiplena prueba”, es decir una prueba sumaria, de la comisión de un delito por parte del imputado, y también “semiplena prueba” de que su libertad conlleva un peligro de fuga u ocultación, de obstrucción de la investigación o, como ya señalé de que, por cierto que inconstitucionalmente, de que su libertad pueda implicar un peligro para la posible víctima, para el propio imputado o para la sociedad.
 No obstante lo cierto es que en la práctica no se exige realmente que esas pruebas sumarias sean desarrolladas ante el juez, pues siguiendo un modelo bien poco garantista tomado de algunas otras legislaciones, se regula en el Código en su art. 264, y así se cumple en la práctica, la denominada “oralidad argumentativa”. 
¿En que consiste dicha “oralidad argumentativa”?
Pues no consiste sino en la sola exposición por parte del Fiscal de cuáles serían las “evidencias” que habría logrado reunir en su investigación preliminar, sin siquiera mostrarle al juez el registro de las mismas (salvo que, conforme a una intrascendente modificación de un artículo del Código, el juez expresamente lo pida, cosa que nunca se hace), y si bien al menos la Defensa tendría el supuesto contralor del registro de tales evidencias y podría “contrargumentar”, en los hechos sucede que la Defensa es en bastante más de un 90% o 95% ejercida por desbordados Defensores de Oficio que apenas han podido, en el mejor de los casos, llegar a hablar poco antes de la “audiencia de formalización” con su defendido. 
Esto es, en Uruguay no hay ninguna prueba que para disponer la prisión preventiva se deba diligenciar ante el juez que opera como Juez de Garantía. 
Todo queda así en un simple relato que hace el Fiscal sobre las pruebas (“evidencias”) que dice tener para demostrar que habría “semiplena prueba”, tanto de la comisión del delito por el imputado, como de la existencia de alguno de los “peligros” que existirían si no se le reduce a prisión preventiva.
Añado que el Código del Proceso Penal de Uruguay prevé una serie de supuestos en los que debiendo imponerse la prisión preventiva en un establecimiento de detención, ella podría sustituirse por otras medidas limitantes de la libertad del imputado de menor intensidad, como por ejemplo la prisión preventiva domiciliaria o la prohibición de no salir de determinado radio territorial, etc.; mas fuera de que ello es poco aplicado en los hechos, esto solamente es admisible, y además no necesariamente, cuando se trata de imputadas en estado de gravidez a partir del quinto mes de su embarazo, o cuando se trata de imputados afectados por enfermedades graves, o, en ciertos casos, cuando se trata de mayores de setenta años. 
Añado que, en esto muy correctamente, también se establece en el Código que el Fiscal no puede solicitar la prisión preventiva cuando se trata de procesos por simples “faltas” penales, o de imputación de delitos sancionados únicamente con penas pecuniarias o de inhabilitación, o cuando se trata de delitos por los que en definitiva se estime que se pedirá una pena diferente a la privación de libertad.

5. Valoración de la regulación de la prisión preventiva en el Sistema Procesal de Uruguay

	Valorando el sistema vigente en Uruguay respecto a la prisión preventiva, es sin duda muy adecuado que en el Nuevo Código del Proceso Penal de Uruguay, vigente desde noviembre de 2017 y a diferencia de lo que sucedía hasta ese momento solamente sea posible una prisión preventiva si así la solicita el Fiscal. 
Ya no es más admisible la prisión preventiva dispuesta de oficio.
	No obstante y como hemos visto, no es en absoluto admisible, ni siquiera atendiendo nada menos que al art. 15 de la Constitución de la República, que según este nuevo Código todavía se pueda disponer una pena provisional a título de prisión preventiva cuando se pudiera encontrar en peligro la posible víctima, el propio imputado o, incluso hasta más genéricamente, la “Sociedad”; todos ellos supuestos en los que la prisión nada tiene que ver con una medida cautelar procesal sino con un inadmisible pena provisoria o con lo que sería una medida administrativa en la que nada tendría que ver un juez.
	Y también es inadmisible y totalmente antigarantista, que contrariando el mandato expreso del art. 15 de la Constitución en los hechos (y conforme a alguna otra norma contradictoria del propio Código) para disponer la prisión preventiva se atienda sola y exclusivamente a la denominada “oralidad argumentativa”, la que como señalé no consiste sino en una simple exposición oral del Fiscal ante el “Juez de garantías” indicando cuales son los medios de prueba que en el posterior juicio oral podría presentar para imputar un delito al indagado; es decir una simple exposición oral acompañada de una simple alegación ante dicho juez de porque es que  entiende que en el caso habría peligro de fuga u ocultación, obstrucción de la investigación, peligro para la posible víctima, para el propio imputado o peligro de que el imputado continúe cometiendo delitos. Todo ello es cierto, con la teórica posibilidad de contradicción por la Defensa (que en los hechos ya señalé bien poco puede hacer al respecto), y claro que sin nunca diligenciar una verdadera prueba al respecto ante dicho “Juez de Garantías”. 
	En definitiva, con el Nuevo Código del Proceso Penal en Uruguay tenemos una nueva regulación normativa que si bien bastante mejor que la anterior pues ahora el proceso es verdaderamente acusatorio, resulta ser parcialmente inconstitucional, pues que en la práctica (y en alguna disposición de su articulado, contradictoria con otras) elimina el diligenciamiento de pruebas ante el Juez de Garantías que exigiría una legislación verdaderamente garantista. Es decir que elimina como requisito normativo un necesario diligenciamiento de pruebas ante el Juez a quién se ha solicitado la prisión preventiva del imputado, respecto a la existencia de los presupuestos llamados “humo del buen derecho” y “periculum in mora”. 
En conclusión y refiriéndome concretamente a la prisión preventiva, tenemos por un lado alguna norma del propio Código acompañada de una práctica uniforme que contradice claramente a la garantía que disponen la Constitución de la República en su art. 15 y hasta este mismo Código del Proceso Penal de Uruguay en su art. 244.1, normas que explícitamente requieren para que se pueda disponer la prisión preventiva del imputado la existencia de una verdadera “semiplena prueba” de su participación en un delito y la existencia de una verdadera “semiplena prueba” del peligro que implicaría su libertad para el proceso penal. 
